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RESUMEN:

El derecho a la vida es un derecho fundamental protegido por nuestra Constitución, en su artículo 15, que puede verse vulnerado a través de múltiples conductas. Pero el derecho a la vida es tan amplio que tiene múltiples vertientes, así que el objeto de este trabajo se limitará a analizar el derecho a la vida desde una perspectiva constitucional, centrándonos en la figura del aborto, un delito que atenta contra la vida o la integridad del nasciturus, y que puede, muchas veces, entrar en conflicto con otros derechos fundamentales.
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ABSTRACT:

The right to life is a fundamental right protected by our Constitution, in its article 15, which can be violated through multiple conducts. But the right to life is so broad that it has multiple aspects, so the purpose of this work will be limited to analyzing the right to life from a constitutional perspective, focusing on the figure of abortion, a crime that threatens life or the integrity of the nasciturus, and that can, often, come into conflict with other fundamental rights.
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I. ABORTO Y DERECHO A LA VIDA EN LA HISTORIA Y LAS CONSTITUCIONES

Desde la prehistoria, el hecho de interrumpir de forma voluntaria el embarazo se ha realizado a nivel mundial. Los pueblos primitivos ya realizaban la mencionada práctica, en la que existía un patriarca autoritario en cada familia, y que decidía sobre el nacimiento o no de sus hijos, así como también, venderlos de forma anterior a su nacimiento, porque creían que los fetos eran una parte del cuerpo de las mujeres, cuya propiedad era del hombre que ordenaba en la familia. De esta forma, no había lugar a la libertad de decisión, y no podía considerarse el aborto como un acto punible.

1. El aborto de la Edad Antigua hasta la Codificación

En la antigua Grecia, el feto se concebía como un ser sin alma, por tanto, no podíamos considerar el aborto como una conducta susceptible de ser castigada, ya que incluso Platón en su obra “La República” señalaba que debía practicarse todo aborto cuyo embarazo derivara de un incesto o cuando sus progenitores tuvieran una avanzada edad. Aristóteles y otros filósofos de aquel tiempo respaldaron la idea del consentimiento en el aborto como un medio de regular la natalidad, de este modo, las familias acudían a llevar a cabo el aborto siempre que excedieran del número fijado de los integrantes.

En América, por otro lado, se usaban hierbas y plantas medicinales con una finalidad puramente abortiva, aunque no tenían una destacada efectividad.

En la antigua Roma, la práctica del aborto dependía de la voluntad de los demás. La mujer no concurría en tal decisión; nos referimos al aborto sin consentimiento de la mujer. Pero también había supuestos en los que se practicaba el aborto con el consentimiento de la misma, aunque raramente aparecían. Lo cierto es que el aborto podía aparecer como consecuencia de varias causas: por venganza, por celos o envidia, por desprecio, el aborto de prostituta, el aborto de las relaciones incestuosas, por ambición, por dinero… En definitiva, lo que se pretendía era la protección de los derechos del “pater familias”, al que la ley atribuía la facultad de vida y muerte sobre su mujer, hijos y esclavos.

Con el tiempo, en Roma empieza a reducirse su uso con la llegada del cristianismo y la aparición de sustancias lesivas para la mujer que fuera sometida al aborto. Junto al cristianismo se establecen estrictas medidas para las mujeres que lo practicaran, que iban desde castigos corporales y los exilios, hasta la pena de muerte. El cristianismo se centraba en la idea del aborto como un pecado capital al considerar que la vida humana es obra de Dios, y no estaba atribuida a los hombres esa decisión sobre la continuidad del “concepturus”. Además, la postura tan contraria a la interrupción voluntaria del embarazo descansaba, en parte, también, en la idea de que la mujer no tenía ningún derecho a privarle de la descendencia al marido.

Por otro lado, para el derecho germánico, el nasciturus no era considerado como un sujeto de derecho, y debía privarse de toda capacidad jurídica y de obrar, al menos, hasta el momento del nacimiento. Sin embargo, se le reconocían ciertos derechos en materia sucesoria, ya que la existencia de un nasciturus generaba que se tuviera en consideración el aplazamiento de la partición de la herencia hasta que se confirmara el nacimiento o, por el contrario, el parto no tuviera lugar. La idea fundamental era, por tanto, que la capacidad jurídica se adquiría con la concepción. Notable era el interés del ordenamiento jurídico visigodo en proteger la vida humana en formación, porque el hecho de que existiera un concebido y no nacido una vez muerto el padre, originaba en su favor más que un derecho, una posibilidad de participar en la legítima.

La posición católica que consideraba el aborto un asesinato, va a prolongarse en el tiempo hasta el siglo XVIII. A principios del siglo XIX la definición del término aborto es acometida por corrientes filosóficas del momento, apoyadas en bases legales e intelectuales. El objetivo principal era el de impulsar la práctica del aborto como una práctica impune, en pro de la libertad de elección de la mujer. Lentamente se fueron logrando unos castigos menos severos y más humanitarios acordes con leyes mucho más racionales.

En la época codificadora
, sin realizar un análisis exhaustivo de los tipos en cada supuesto, los sucesivos Códigos Penales previeron como delito el aborto, sin o con el consentimiento de la gestante, con independencia de la consecución del resultado. Tales códigos
 no contemplaban de forma expresa ninguna circunstancia que admitiera la posibilidad de interrumpir legalmente el embarazo, pero sí se establecía una atenuante dirigida a la mujer que lo practicara para preservar su honra o imagen. Sin embargo, hay jurisprudencia de 1876 -aunque posteriormente revocada- en la que se considera que no existe aún vida uterina en los primeros dos meses de gestación y, por consiguiente, destruir el feto en ese periodo de tiempo no encajaría en la conducta tipificada penalmente, y por lo tanto, sería admisible
.

2. El derecho a la vida en las Constituciones

Históricamente las diversas constituciones han tratado el derecho a la vida de múltiples formas.

En la Constitución de Bayona de 1808, no se trata el derecho fundamental a la vida, aunque sí encontramos el vocablo “tormento”
, un término similar a lo que hoy el artículo 15 de nuestra Constitución Española se refiere cuando habla de la tortura, pero más allá de esta cierta semejanza, no dejan de ser términos distintos.

En la Constitución de Cádiz de 1812
, surgen unos principios revolucionarios, como el principio de igualdad y la garantía de ciertos derechos individuales, sin embargo, los derechos individuales de las personas no se encuentran tan desarrollados
, y el derecho a la vida no es acometido en absoluto, ni tampoco de forma colateral. Realmente, el espíritu que guarda esta Constitución es el de normativizar de forma detallada todos aquellos elementos que tenían algún vínculo con los poderes públicos, de ello, la nula mención del derecho a la vida, aunque, señalemos que podría haber existido algún precepto que contuviera algún derecho de naturaleza jurídica semejante al de la vida, pero no fue así, en su Capítulo II, “De los españoles”, dentro del Título I de la Constitución de Cádiz.

Después de la muerte de Fernando VII, en 1833, la regente María Cristina deja a Martínez de la Rosa el encargo de redactar un Estatuto Real, que se aprobaría más tarde, en 1834, en el que no se trataría tampoco ningún derecho de la persona, fundamental o de la personalidad, ya que fue una disposición regia, cuyo objeto sería el de convocar nuevas elecciones para las Cortes.

La Constitución de 1837, como era de esperar, tampoco abarcaba el derecho a la vida, aunque sí que se fueron reconociendo algunos otros derechos como el de la libertad de imprenta, el de acceder a los cargos públicos de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, el de igualdad jurídica, etc. Con este elenco de derechos se habría logrado llegar un poco más lejos, pero el derecho a la vida, como hemos dicho, no podía aparecer aún, porque los constitucionalistas redactores de la Carta Magna de 1837 se acogían a la orientación pragmático-jurídica de la concepción positivista, y ello hacía que la Constitución se ciñera únicamente a lo preciso. Por eso es que aún no se constitucionalizaron principios abstractos como el derecho a la vida. Todo seguiría igual con la llegada al poder por parte de los moderados, que consideraron necesaria una modificación del referido texto constitucional. Y así fue, con la Constitución de 1845, se introdujeron nuevas ideas como la confesionalidad estatal o la soberanía compartida.

Por otro lado, antes de acometer el análisis de la Constitución de 1869, hemos de detenernos en la denominada y conocida Constitución non nata de 1856, la cual, como ya sabemos y su propio nombre indica, no llegó a estar vigente en España, sin embargo, contenía ciertas modificaciones, aunque no tan trascendentes. En la referida Constitución se recogía una declaración de derechos, en el título I, más extensa y desarrollada que en las Constituciones predecesoras de los años 1837 y 1845. Incluso en ese título I, concretamente en su artículo 11, se señala que “no se podrá imponer la pena capital por delitos meramente políticos”. Estamos, por primera vez, ante un precepto abolicionista de la pena capital, aunque ajustado al momento histórico de aquel momento. Se trata de una abolición de la pena de muerte que solamente entraría en juego en el caso de los delitos políticos. Aun siendo un proyecto de Constitución que nunca tendría oportunidad de estar vigente en el ordenamiento jurídico, característica importante es su rigurosidad, y la inclusión de unos preceptos muy desarrollados
, si bien, aún no haría mención del derecho a la vida más que la abolición que ya hemos referido, configurándose así como una salvedad de la pena de muerte incluida en el Código Penal de 1848, la cual gozaría de rango constitucional.

Después del movimiento revolucionario de Prim Serrano en 1868, entraría en vigor otro nuevo texto constitucional, en 1869, del cual interesa destacar la conexión que guarda su título I “de los españoles y sus derechos” con el título I de la nuestra, que habla “de los derechos y deberes fundamentales”. Se puede considerar que este texto constitucional fue el predecesor de nuestro actual texto constitucional de 1978. La Constitución de 1869 continuó ignorando el derecho a la vida entre sus preceptos, sin embargo, es curioso observar cómo estos derechos que recogía tenían carácter ilegislable y absoluto, lo que hacía que no fueran un objetivo para el legislador. Entre los mismos, se podría incluir el derecho a la vida.

Según sostiene Oltra
, el objetivo principal de los ciudadanos españoles en 1869 era la consecución de una serie de derechos a través de la protección constitucional, inspirados en la razón y la lógica. Entretanto, en el ámbito anglosajón, tanto Inglaterra como Estados Unidos lo lograrían mediante tradición política. Ello significa que los constituyentes de la constitución de 1869 eran conscientes de la importancia de los derechos, entre los que se podía haber incluido el derecho a la vida. Su importancia era de tal calado que incluso tenían más peso las garantías de los derechos individuales que la viabilidad de gobierno. Pero reiteramos que lo verdaderamente importante no era esto, sino su carácter absoluto e ilegislable, dado que se trataba de derechos derivados del estado de la naturaleza, en el que se partía del estado de observación de la naturaleza y a partir de ahí se trasladaba a los hombres una vez plasmado por escrito, convirtiéndose así en derecho universal para todos ellos. Los instrumentos usados para ello fueron, sin duda, la teología y la filosofía. De hecho, fue la Declaración de Independencia americana la que transformaba los derechos naturales en derechos civiles.

Por otro lado, cabe hablar de la Constitución de 1873, que no sería más que un mero proyecto que se quedaría ahí, sin llegar a entrar en vigor, ni siquiera a ser objeto de debate en las Cortes. Se trataba de un texto constitucional que recogía derechos individuales muy similares a los recogidos en la Constitución de 1869, con la novedad de que había unos derechos naturales que primaban por encima de la legislación positiva, partiendo de la base de las afirmaciones filosóficas anteriores que se tuvieron en cuenta para elaborar la Constitución de 1869. Además, fue el primer texto constitucional en nuestra historia constitucional que recogió el derecho a la vida, hecho claramente importante a efectos de nuestro análisis. Esta aparición del derecho a la vida configurándose como un derecho natural se reconoció en el título preliminar, apartado primero, en el que se establecía que “toda persona encuentra asegurados en la República, sin que ningún poder tenga facultades para cohibirlos, ni ley ninguna autoridad para mermarlos, todos los derechos naturales. Primero. El derecho a la vida y a la seguridad y a la dignidad de la vida”.

La Constitución de 1876 no recogía el derecho a la vida, si bien, podemos afirmar que este texto proseguía con ese reconocimiento de los derechos fundamentales de los textos constitucionales anteriores, pero de un modo más limitado y redirigiéndose a lo que se estableciera en las leyes ordinarias. Como no podía ser de otra forma, esto hacía que los partidos que ostentaran el poder ajustaran esos derechos a sus ideologías políticas. Aunque es complicado suponer que fueran leyes ordinarias las que desarrollaran la materia del derecho a la vida porque ni siquiera lo había abarcado la propia Constitución de 1876.

Previamente a proceder al análisis de la Constitución española de 1931, hemos de detenernos en el proyecto constitucional de 17 de marzo de 1929, en el cual, aparecen claras menciones del derecho a la vida que pueden resultar significativas. En cierto modo, se puede encontrar en el art. 24
 del título III una tutela que protege al nasciturus, ya que, al hacer una lectura del referido artículo, nos da esa sensación de que el derecho a la vida recibe alguna protección constitucional, de alguna forma, si bien, algo dudosa y no tan bien delimitada. Lo que este artículo protege es la maternidad, pero dado que expresamente no se refiere al derecho a la vida, ni se habla de vida, aborto o al menos un sujeto titular de derechos previo al nacimiento, hay que cuestionarse si va orientado el referido artículo al derecho de la madre a serlo, al derecho al nacimiento del concebido, o bien se dirige a ambas cuestiones.

Abordando ahora la Constitución de 1931, se puede ver que muestra interés a los derechos individuales en su título III. Verdaderamente no hay referencia al derecho a la vida, aunque sí un traslado del artículo 24 antes citado perteneciente al proyecto constitucional de 1929 aunque de forma más distendida y en un ámbito más grande.

La Constitución de 1931 tampoco hablaba de la pena de muerte, puesto que el artículo en el que el proyecto de la mencionada Constitución terminaba con ella, no pasó de ahí y no se convirtió en norma definitiva, pero constituyó una sólida base sobre la que los constituyentes de la CE de 1978 construirían el artículo 15 que hoy conocemos y que habla sobre el derecho a la vida.
II. Derecho a la vida: aborto

1. El derecho a la vida en la CE de 1978

Una Constitución podría considerarse el “esqueleto” del ordenamiento jurídico de un Estado -de ahí su propio nombre, “constituir”-, y es por ello que resulta de interés saber cómo se compone esta norma que da lugar a las restantes, como norma suprema, y que no puede ser vulnerada, ya que su lesión daría lugar a que se planteara un recurso de inconstitucionalidad. Nuestro texto constitucional actual y vigente de 1978 alberga los Derechos Fundamentales, Derechos y libertades y los principios rectores de la política social y económica. Políticamente, la Constitución encierra unos elementos y unas condiciones sine qua non para el mantenimiento del orden social. Jurídicamente, la misma constituye la base y el soporte para las demás normas del ordenamiento jurídico.

Ya es bien sabido por todo jurista que el derecho a la vida
 se contiene en el artículo 15
 de nuestra Constitución Española de 1978, ubicado en su título I referente a los derechos y deberes fundamentales, capítulo segundo referente a los derechos y libertades, sección 1ª referente a los derechos fundamentales y las libertades públicas.

Además, la Constitución ya hace una distinción entre la autonomía del individuo y el Estado, ya que el artículo 15 se encuentra dentro de los derechos fundamentales y, por tanto, se hace preciso el respeto del Estado a las leyes superiores
.

Los constituyentes de 1978 lo consideraban un derecho fundamental de gran peso, por eso, su ubicación se encuentra en una zona especialmente protegida dentro de nuestra ley fundamental, unido con otros derechos fundamentales, que son los que van de los artículos 14 a 30 de la Sección 2ª, Capítulo segundo, Título I. Nuestra Constitución es una Constitución que se caracteriza por la pluralidad y el compromiso para una efectiva salvaguardia de los derechos, el interés del legislador en desarrollarla, y la especial tarea del Tribunal Constitucional tendente a transformar la Constitución en derecho aplicado. Todo ello sin olvidarnos de la importante labor del Tribunal Constitucional, por eso, autores como Garrorena Morales, afirman que su labor convierte al derecho constitucional en “derecho vivo”
. El resultado que se pretende con esta protección que se le otorga a los derechos fundamentales es un cúmulo de afirmaciones que, según Marín Gámez,
 serían:
· La Constitución vincula a los poderes públicos, en virtud del art. 53.1 CE.
· Del desarrollo del derecho a la vida y los demás derechos fundamentales se encargarán las Leyes Orgánicas en virtud del art. 53.1 en relación con el art. 81 CE.
· Procesalmente se protegen los derechos fundamentales a través de un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad, y el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.
· Si se vulnera algún derecho fundamental por cualquier ley, se puede plantear un recurso de inconstitucionalidad.
· Para modificar un derecho fundamental, se reformará de la Constitución, a través de un procedimiento rígido y agravado, señalado en el art. 168 CE.

Podríamos afirmar que el derecho a la vida es el más imprescindible de todos, ya que, del mismo derivan todos los demás derechos, sean fundamentales o no, ya que, sin la existencia de la persona no hay derechos. En el mismo precepto constitucional hemos de distinguir dos derechos fundamentales: el derecho a la vida y el derecho a la integridad física y psíquica, aunque cierto es que tienen una proximidad teleológica. Sin embargo, es curioso observar cómo el Convenio Europeo de Derechos Humanos los disocia en preceptos separados, si bien, de forma contigua, en sus artículos 2 y 3.

Hay que señalar también que el derecho a la vida es un derecho fundamental autónomo a la par que contemporáneo. De hecho, ya hemos observado que las constituciones pasadas ni siquiera acostumbraban a mencionarlo
. El derecho a la vida como derecho específico surge mayoritariamente en las declaraciones de derechos, después de la Segunda Guerra Mundial, indudablemente como consecuencia de las sanguinarias acciones producidas en el pasado.

1.1. Límites constitucionales del derecho a la vida

-Límites subjetivos: hablar de titularidad de un bien jurídico implica reconocerlo y diferenciarlo de los demás bienes jurídicos con los que podría tener algún tipo de relación o conflicto. Por eso, partimos de la base de que el bien jurídico de referencia podría ser la vida humana.

Para delimitar este derecho, previamente hemos de aproximarnos desde lo más amplio hacia lo más pequeño, señalando al Estado como primer titular del derecho a la vida, pues es evidente su legitimación para imponer una política natalista en el territorio y las personas sobre las que extiende su soberanía y jurisdicción. Nos referimos a la obligación del Estado de proteger la vida, a la que podemos agregar también la idea fundamental que señalaba Thomas Malthus, en la que la población era propensa al crecimiento en progresión geométrica, pero los recursos que posibilitan el mantenimiento de esa población son más tendentes a crecer en progresión aritmética, que quiere decir que decrecerán en número cuanto más población exista
.  Por lo tanto, parece acertado indicar la necesidad de la existencia de alguna política natalista que provenga del Estado, y que ordene la sociedad, pues una gran población incide negativamente en la productividad y en la economía.

Llegados hasta aquí hay que plantearse: ¿cuáles son los motivos que determinan la política natalista estatal? Aurora García
 señala que, desde luego, no resultaría adecuado el aborto como mecanismo para solucionar esos problemas, porque la solución no radica en la muerte del niño, sino más bien, en conseguirle una óptima distribución de la riqueza y recursos necesarios para el desarrollarse con totalidad. Pero esto, lamentablemente, es casi inviable, por ello, lo que propuso fue la adopción de medidas que atenuaran los problemas en los que pudiera hallarse la madre, a la que se trataría de prestar ayuda de forma socio-económica, como la existencia de asistencia médica para aquellas mujeres que carecen de recursos económicos, investigación de la paternidad… En definitiva, lo que hemos ido viendo con posterioridad en las leyes. Todo ello, junto con una educación sexual a los ciudadanos podría conformar un sistema que controlara a la perfección la fecundidad.

Para determinar un nuevo titular del derecho a la vida, hemos de partir de una línea iusprivatista, dado que, en primer lugar, hay que asegurar o afianzar la condición de la vida como derecho fundamental, y por consiguiente, conectar los derechos fundamentales con los subjetivos, esto es, con los de las personas. En consecuencia, es incuestionable la protección que merece todo aquel titular del derecho a la vida, puesto que, como no existe la pena de muerte, no es esta una cuestión que suscite a polémica. Una protección que requiere de la colaboración del Estado, que tendría el deber positivo de convertir en intocable el derecho a la vida.

Resumiendo, es evidente la protección de todo titular del derecho a la vida siempre que exista como persona, pero cuestión diferente es lo que sucede con el derecho a la vida en su momento inicial, porque hubo un debate entorno a esto, es decir, lo que los magistrados del Tribunal Constitucional tuvieron sobre la mesa fue la de si es titular del derecho a la vida el nasciturus, porque el hecho de considerar la afirmación o la negación sobre esto tiene importantes consecuencias. Es una cuestión que resuelve nuestro Tribunal Constitucional en una sentencia muy afamada que veremos más adelante, al analizar el nasciturus. De momento, podemos adelantar que no hay una atribución del derecho a la vida en favor del nasciturus en ningún texto internacional referente a los derechos subjetivos, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, o el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos… Y si no hay tal atribución en favor del nasciturus, ni que decir tiene que no la hay tampoco en favor del concepturus
.

-Límites objetivos: Los razonamientos acerca de los límites objetivos fueron introducidos por parte de Francesco Carrara. Como apunta este autor, la vida del nasciturus no es tanto una certidumbre, más bien sería una esperanza de vida. Ciertamente, entre el feto y el hombre como tal, existe una distancia intermedia, un lapso de tiempo. Básicamente, tanto el concepturus como el nasciturus serían los afectados de forma física y jurídica. Es incuestionable, tanto física como biológicamente, la existencia de un organismo humano que es potencialmente viable. Otro sector considera el feto un bien jurídico constitucional que muchas veces, en la práctica, resulta perjudicado por el ejercicio de los derechos de la mujer, por lo que suelen quedar confrontados. Entonces, sólo se puede asegurar que la vida en gestación es la parte perjudicada.

Por otro lado, no hemos de perder de vista el sujeto jurídico que resulta afectado como consecuencia de la delimitación constitucional del derecho. Nos referimos, claramente, a la figura del padre o progenitor, esto es, la persona física que ostenta la titularidad de la patria potestad. Hay dos situaciones en las que puede quedar afectado el interés del padre. Hablamos de aquellos casos en los que su voluntad de procreación puede verse frustrada por cuestiones de salud, integridad física y moral, pero también por el ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad de la mujer, o la intimidad, todo ello encuadrado dentro del derecho a la libertad de la misma. También, el otro ámbito es el ineludible cumplimiento de sus obligaciones legales para con los hijos, incluido cuando la determinación de la filiación se realiza a través de sentencia firme. Esto aparece regulado en el art. 39 párrafos 2 y 3 de la CE. Por tanto, son deberes de ineludible cumplimiento que afectan al padre también.

Por eso, en Italia por ejemplo, una parte de la doctrina constitucional atribuía la titularidad al progenitor de lo que denominaban derecho a la paternidad, lo que denominan como “diritto alla paternità”. Hablamos del derecho al nacimiento que tendría el hijo. Pues bien, tal derecho no es allí concebido como un derecho económicamente resarcible, según Diana Vicenzi Amato, sino que su objetivo es, en verdad, evitar la intervención del padre a la hora de decidir acerca de la interrupción del embarazo, ya que, para la doctrina italiana, no va a existir el derecho a ser resarcido cuando el nasciturus desaparezca a causa de lesiones dolosas o culposas sobre la madre. Pero sí que se cuestiona si existe ese derecho a que el padre reciba una indemnización cuando la el feto se pierde como consecuencia de un mal comportamiento de la madre.

Sumado a esto, podemos agregar que uno de los argumentos del recurso previo de inconstitucionalidad nº 800/1983 que dio lugar a la más que conocida STC 53/1985, de 11 de abril, era el de la exclusión de la decisión del padre a la hora de que la mujer decidiera sobre la interrupción del embarazo, en el proyecto despenalizador parcial del aborto, pues, según Tomás Vives “se priva al no nacido de la protección paterna, creando una desigualdad inconstitucional entre nacidos y no nacidos, y, a la vez, una desigualdad entre los cónyuges
”. Aunque la resolución del Tribunal Constitucional fue tajante, al basarse en la singularidad del nexo que relaciona al nasciturus con la madre; una relación en la que el consentimiento del padre no tendría mucho sentido
.

-Límites y elementos espacio-temporales: Tiene sentido que en la discusión constitucional contemporánea sea de especial interés el momento del inicio o del fin del derecho a la vida, porque resulta relevante esa delimitación temporal.

La determinación del fin del derecho a la vida, no plantea ningún problema, pues el propio Código Civil, en su art. 32 ya lo señala: la personalidad civil se extingue con la muerte de las personas. La extinción de la personalidad civil se traduce en una decadencia de todos los derechos, incluido el derecho a la vida. Para el derecho romano, la muerte era causa de extinción de los deberes legales, también disolvía los delitos y extinguía todas aquellas acusaciones: “mors omnia solvit, norte crimina extinguuntur, mortis causa solvendi”. Sin embargo, para nuestro ordenamiento jurídico ese trágico suceso ocurre cuando, mediante un encefalograma se acredita el cese de la actividad cerebral, no bastando con el cese de la respiración o los latidos del corazón.

1.2. Derecho a la vida y objeción de conciencia

La objeción de conciencia al aborto se definiría como el rechazo a ejecutar o cooperar en  la interrupción voluntaria del embarazo por tener la convicción de que esa actuación es constitutiva de una infracción de la ley moral, deontológica o -en el caso del creyente- religiosa. El Tribunal Constitucional señaló en el Auto de 20 de junio de 1984 que la libertad religiosa tiene como límite la salud de las personas. La objeción de conciencia en el ámbito médico en el aborto más bien debe ir dirigida a la problemática de la objeción de conciencia a tratamientos médicos.

Interesa saber cuál es la posición adoptada por el TC al respecto. Pues bien, el TC no mantiene una postura esclarecida acerca de la objeción de conciencia. Primeramente, la STC 53/1985 de 11 de abril venía afirmando la existencia de un derecho a la objeción de conciencia, que podía ejercitarse lejos de que hubiere o no una ley que lo regulara. También agrega que la objeción de conciencia es una parte del derecho a la libertad ideológica y religiosa, del que versa el art. 16.1 CE, y, por tanto, se puede aplicar como derecho fundamental. No obstante, algo más tarde, en 1987, con el tema de la objeción de conciencia en el ámbito militar, señaló que la objeción de conciencia como un derecho general no existe, ni tampoco está reconocido en nuestro ordenamiento jurídico, porque eso conllevaría la negativa estatal, pero lo que sí tendría más sentido que sucediera es que se la objeción de conciencia fuera permitida en algún determinado supuesto en concreto, y que precisa de la existencia previa de una ley que lo admita. Nuestra Constitución de 1978, reconoce de forma expresa un derecho a la objeción de conciencia en el art. 30.2, pero, según el entendimiento clásico va dirigida al servicio militar de forma exclusiva y sólo para lo relativo a los términos de ejercicio a lo que se disponga por ley. Por consiguiente, no hay reconocido un derecho genérico a objetar en todos los ámbitos.

Señalado esto, a mi juicio y siguiendo las disposiciones del Constitucional, quizá sería conveniente reflexionar sobre la posibilidad de que se reconociera constitucionalmente la objeción de conciencia en el ámbito sanitario, en la que el médico o profesional sanitario pudiera ampararse, sobre todo cuando tiene delante una situación comprometida, en la que su actuación incida sobre el inicio o el fin de la vida.

Además, el Tribunal Supremo, retomando el camino del Tribunal Constitucional, argumenta que no puede existir en el ordenamiento constitucional un derecho general a la objeción de conciencia, que se pudiera ejercitar incluso aunque no esté reconocido en ninguna ley o en la propia CE, esgrimiendo como argumentos:
1) La CE sólo prevé la existencia de la objeción de conciencia para un supuesto concreto: el servicio militar.
2) Fuera del anterior caso, el TC únicamente reconoció la objeción de conciencia en el ámbito sanitario en los casos en los que el personal sanitario tiene el deber de intervención en el aborto en aquellas modalidades en las que se despenalizó.
3) El legislador ordinario, siempre que no perjudique al principio de igualdad, no tiene ningún obstáculo a la hora de establecer la objeción de conciencia que produzca el efecto de dispensar de determinadas obligaciones jurídicas, pero en este caso, realmente no estamos hablando de una objeción de conciencia de carácter constitucional, sino legislativo.
4) La libertad religiosa y de creencias, al igual que cualquier otro derecho fundamental, tiene un límite, y es que está condicionada a respetar y no invadir los demás bienes y derechos constitucionales, entre los que se encuentra el “mantenimiento del orden público protegido por la ley” que señala el art. 16 CE.
5) Según el art. 9.1 CE la ciudadanía y los poderes públicos están sometidos a la Constitución y resto de normas que componen nuestro ordenamiento jurídico, por lo que el hecho de admitir la objeción de conciencia con carácter general condiciona la validez o efectividad de las normas jurídicas, al tener que depender de la aprobación de cada individuo.

Para el TS, la objeción de conciencia en el ámbito sanitario en el supuesto del aborto constituye un cierto límite, así que es tarea complicada sustraer un principio general del mencionado límite.

Para finalizar, no está de más concluir este epígrafe referente a la objeción de conciencia en el derecho a la vida, haciendo un breve análisis a la Ley Orgánica 2/2010 de salud sexual y reproductiva e interrupción voluntaria del embarazo, que regula los casos y plazos en los cuales las mujeres tienen la facultad de practicar el aborto de forma voluntaria, si bien, estamos ante una ley estatal pionera en el reconocimiento de un supuesto de objeción de conciencia, ya que, desde 1985 nunca se había conocido de la existencia de una ley que permitiera el derecho de los profesionales en el ámbito sanitario a ser objetores de conciencia, aunque el aborto se encontrare despenalizado en algunos supuestos. Nos referimos, por supuesto, al artículo 19.2, en el que no solo se reconoce la objeción de conciencia, sino que además, impone al profesional sanitario objetor la obligación de manifestarlo por escrito, es decir, es una obligación formal que, siempre que cumpla, hará que tenga vía libre para convertirse en objetor de conciencia única y específicamente para este supuesto. Incluso, el legislador pensó en la posibilidad de que el servicio público de salud no prestara tal servicio, y trató de darle solución estableciendo en el mismo artículo un reconocimiento de un derecho de la embarazada a asistir a otro centro debidamente acreditado en España que tuviera el compromiso de realizar la práctica abortiva. A esto, cabe añadir que, en la exposición de motivos de la misma ley, encontramos que hay una mención a la objeción de conciencia. Se reconoce la objeción de conciencia y, además, señala que será desarrollada por la ley, aunque aclaremos que hasta el día de hoy, no ha existido ese desarrollo. Ante la inexistencia de una ley que complemente la objeción de conciencia, las Comunidades Autónomas reaccionaron operando de múltiples formas a la hora de la gestión de la objeción de conciencia al aborto. Así por ejemplo, en la STC 151/2014, a propósito del recurso interpuesto contra la ley foral de Navarra que creó un registro de objetores de conciencia en relación con la práctica del aborto, nuestro Constitucional afirmaba que tal sistema no era inconstitucional, recordando a través de citas de anterior jurisprudencia que resulta totalmente legítimo y conforme a la CE el hecho de elaborar un “procedimiento determinado” con la finalidad de ejercitar el derecho a la objeción de conciencia, porque “no es un derecho que se satisfaga con el mero dato de conciencia”.

En definitiva, la ley reconoce la objeción de conciencia referente a los profesionales en el ámbito sanitario que estén directamente implicados. Este límite de la norma puede venir a consecuencia de un voto particular de la STC 53/1985 por parte de los magistrados Latorre Segura y Díez de Velasco Vallejo, que vino a señalar
 que la objeción de conciencia era un derecho constitucional dirigido al médico y demás personal sanitario.

Para ciertos autores como González-Varas Ibáñez
 tal medida pone fin al debate sobre si puede haber otro tipo de profesionales que intervienen en el desarrollo de la práctica abortiva de forma indirecta. No obstante, no resulta tan claro el impedimento por parte de la ley de ciertas objeciones de conciencia, al ser completamente imprescindibles las actuaciones de los profesionales sanitarios para la eliminación del embrión o el feto, y eso genera cierta incertidumbre, ya que hay que cuestionarse la interpretación sobre la locución “directamente implicados”. Así, la actividad que llevan a cabo los farmacéuticos, ya sean hospitalarios o de oficina de farmacia precisamente es necesaria para provocar el fin del derecho a la vida al suministrar el anticonceptivo conocido como “píldora del día después”, de modo que podemos afirmar que son “directamente implicados”. A esto, sumamos que la ley habla de implicación y no de ejecución, pues son términos diferentes.

Por otro lado, también cabe plantearse si pueden ser objetores el personal del Comité Clínico que menciona la ley, porque su actividad es precisa para realizar la destrucción del feto o embrión.

La susodicha ley establece que no se pueden ver perjudicados el acceso y calidad de las prestaciones sanitarias
 una vez que el médico o profesional sanitario haga uso de la objeción de conciencia, y esto, para los servicios públicos de salud, conlleva, evidentemente, el deber de realizar aquellas medidas necesarias para garantizar a los ciudadanos la prestación de este servicio. Es por eso que, unido a esto, se detallen con precisión en otros artículos de la misma ley las obligaciones necesarias. Todo esto hace que se conserve el principio de igualdad. Por eso la ley exige también que los profesionales sanitarios presten servicio médico antes y después de la interrupción del embarazo.

Obviamente, la objeción de conciencia es una decisión que toma siempre el individuo que forma parte del personal sanitario, de forma que no puede admitirse la objeción de conciencia de una persona jurídica o de un colectivo. Además, reiteramos que debe darse a conocer con carácter expreso y de forma anticipada.

Para finalizar, cabe recordar que los tribunales habían señalado que la objeción de conciencia no juega en casos de urgencia.

2. Bien jurídico protegido
Según Rodríguez López
, en el derecho a la vida, “el bien jurídico protegido es el carácter igualmente valioso de toda vida humana o, si se prefiere, la convicción de que toda vida humana es digna de ser vivida”. Dentro del derecho a la vida, en la figura del aborto, según señala Carbonell Mateu
 resulta evidente que el bien jurídico protegido es la vida prenatal, no obstante, se hace preciso analizar, como haremos en el siguiente apartado, si es o no sujeto de derecho el nasciturus. El derecho a la vida constituye la base de todo derecho fundamental y, dado su evidente vínculo con la dignidad
 humana, resulta innegable que son titulares todos los seres humanos independientemente de su nacionalidad. Como derecho subjetivo, el derecho a la vida tiene una particularidad, y es que cualquier vulneración del mismo es de carácter irreversible ya que supone la eliminación de su titular. Por eso, el Estado tiene dos obligaciones fundamentales para protegerlo: la obligación de no lesionar por sí mismo la vida humana -nos referimos a la abolición de la pena de muerte- y la protección eficaz de la vida humana frente a aquellas agresiones que pudiera sufrir por parte de los particulares. Esto último implica que no cabe invocar directamente el derecho a la vida “ex constitutione” frente a particulares. La justificación es evidente: ignorando las deliberaciones generales sobre la verosimilitud de la eficacia horizontal de los derechos fundamentales, en el específico caso del derecho a la vida se origina una problemática, y es que, no hay lugar a la reposición del sujeto en la titularidad del derecho, y por tanto, resulta esencial que el ordenamiento jurídico esté provisto de una serie de mecanismos para reprimir y compensar el perjuicio producido. Por eso la Constitución vincula al legislador, ordenando la protección de la vida humana frente a aquellas agresiones de origen particular, por no mencionar que, exceptuando situaciones límite, son más habituales que las agresiones que provengan del Estado. Además, dado el carácter irreparable de cualquier lesión del derecho a la vida, es evidente la exigencia de una efectividad; una efectividad que precisa del establecimiento de sanciones penales. El mandato constitucional de tipificar como delito las agresiones dirigidas a la vida humana no exime al legislador del deber de establecer también disposiciones en la vía civil para combatir tales agresiones y así que los afectados como consecuencia del resultado muerte sean indemnizados. Así, el Tribunal Constitucional señaló que no hay una obligación necesaria de reparar totalmente el derecho a la vida en caso de su lesión y tiene el legislador la facultad de establecer límites máximos a las indemnizaciones, por ejemplo, en el caso de los accidentes de tráfico, existen unos baremos fijados por ley
.  

3. Sujetos del aborto

3.1. El “nasciturus”

Como señala Pedro Rodríguez López
 “los límites de la persona desde el punto de vista jurídico se centran en dos hechos físicos constatables de forma más o menos segura: el nacimiento y la muerte, de acuerdo con el artículo 29 CC, que establece que “el nacimiento determina la personalidad” y el art. 32 CC que fija en la muerte el momento de su extinción”. Es por eso que, aunque se pueda tener en cuenta que puede hablarse de vida desde el momento de desarrollo de las células causado por la unión de los ambos gametos, la cuestión que interesa a los juristas es si este suceso es lo suficientemente trascendente como para establecer el comienzo de la persona. La STC 53/1985, de 11 de abril trata de responder a esta cuestión.

A través de la LO 9/1985, el aborto en España era legalizado de forma parcial, aprobándose el artículo 417 bis del antiguo Código Penal, actualmente derogado por el nuevo Código Penal. En este artículo se disponía que el aborto que se practicara con el consentimiento de la mujer resultaba impune en los casos de grave peligro para la vida o salud -psíquica o física- de la mujer, violación, o riesgo de que el feto naciera con graves taras físicas o psíquicas. Incluso en estos dos últimos supuestos se fijaron unos plazos para realizar el aborto: la semana doce para el caso de violación y la veintidós para el caso de las graves taras. Es decir, esto implica que el aborto se ha despenalizado parcialmente, ya que, aunque siguió configurándose como delito, no era un ilícito penal siempre que encajara dentro de los tres supuestos mencionados. A mi juicio, el legislador español acierta al elegir el llamado “sistema de indicaciones”, en el que abortar constituía un ilícito penal, salvo que se dieran determinadas excepciones, apartándose del “sistema de plazos”, en el que la mujer disponía de libertad para realizar el aborto, siempre que se realizara en un momento anterior a una fecha determinada, ya fijada expresamente. Evidentemente, este sistema era mucho más “light” que el de indicaciones, y cada cual deriva en distintos planteamientos constitucionales acerca de la problemática constitucional sobre el aborto. Se castigaba la conducta tendente a la destrucción del embrión. Las lesiones dolosas y las intervenciones médicas que lesionan el feto simplemente no se castigan. El problema era que dicha ley se consideraba inconstitucional por vulnerar, entre otros, el art. 15 CE.

En lo que se refiere a los casos impunes, el Tribunal Constitucional indicaba frente a esta norma despenalizadora parcial del aborto que la cuestión consiste en determinar hasta dónde ha de llegar el alcance de la protección del derecho a la vida, y el primer problema a resolver era el de si la protección de ese derecho incluía al nasciturus, ya que puede ser poco acertado abordar el problema centrándonos en el debate de si el feto puede ser o no persona.

La Sentencia del Tribunal Constitucional 53/1985 nos aclara que el nasciturus goza de la protección que le brinda el art. 15 CE, incluso si tenemos en consideración que de la interpretación de tal artículo no se puede afirmar que el nasciturus sea titular del derecho fundamental. La Constitución inicia el contenido del art. 15 con la expresión “todos”, debiendo ser interpretada en la forma que apunta el art. 10.2 de la CE, esto es, los Derechos Fundamentales -y por tanto, el derecho a la vida- deben ser interpretados de acuerdo con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales ratificados por España. Así, por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos señala que “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona” o “El derecho a la vida es inherente a la persona humana”. Da la sensación pues, de que tal término va destinado a personas físicas ya nacidas, existentes y que tengan personalidad jurídica, porque no se puede deducir del art. 15 CE que el feto o embrión esté incluido dentro del derecho a la vida. De hecho, el profesor Jorge de Esteban afirma que “está claro que siempre que en la Constitución se emplea la palabra “todos” se hace referencia a la persona
”. De Esteban afirma que en el término “todos” aparece la firme voluntad de reafirmar que el derecho a la vida pertenece a los ciudadanos españoles, incluyendo a los extranjeros. Puede ser que el empleo del término “todos” en lugar de la expresión “toda persona” en la redacción del art. 15 CE se centre en la idea de que con la expresión “todos”, se “limitaría la posibilidad de una ley que permitiera el aborto, al otorgarse constitucionalmente protección al nasciturus sin necesidad de que haya adquirido por el nacimiento la condición de persona”, según Serrano Alberca
. El mismo fundamenta tal opinión en el debate parlamentario que se llevó a cabo por razón de la discusión del texto y las enmiendas durante el proceso constituyente. Indica también Lucas Verdú
 que: “la expresión 'todos' abarca a todas las formas vitales humanas, de manera que puede invocarse para proteger al embrión humano”.

El Constitucional señala, además, que si encontramos una garantía constitucional en la que se protege a la vida, no podemos desproteger la etapa de su desarrollo dentro del claustro materno, por lo que el nasciturus debe ser un bien jurídico que encuentre su protección en el art. 15 CE.

Sin embargo, no puede afirmarse que el nasciturus sea titular del derecho a la vida, pues primeramente, el Tribunal Constitucional estableció que el nasciturus no goza de la titularidad del derecho a la vida; pero eso no quería decir que la vida humana en formación no fuera parte del bien jurídico protegido por el artículo 15 CE, como ya hemos apuntado. Por esta vía, se intentó eludir la peliaguda cuestión acerca del momento en que comienza la personalidad; una cuestión constitucionalmente complicada de concluir partiendo de la base del contenido del artículo 29 CC. Ciertamente este artículo establece que la personalidad empieza en el momento del nacimiento; sin embargo, es obvio que no cabe que la Constitución se interprete a la luz de la ley, porque su cometido es justamente limitarla, dada su condición de norma suprema. Esto es, una forma viable de abordar el problema constitucional del aborto sería preguntarse si la ausencia de un reconocimiento legal de la personalidad jurídica al nasciturus, que implica su imposibilidad para ser titular de cualquier derecho vulnera el art. 15 CE, ya que si el nasciturus es considerado vida humana estaría imposibilitado para proteger su desarrollo a través de representante. Es por eso que el Tribunal Constitucional en la STC 53/1985 no se centró en esta cuestión, porque señalar el momento de comienzo de la personalidad está vinculado a modelos culturales enraizadas.

Los expertos en Derecho Penal, distinguen entre la vida humana independiente y la vida humana dependiente, necesitadas de una protección diferente. Y es por eso que el panorama normativo actual trata de distinguir entre la vida humana independiente y el nasciturus, cediendo la vida prenatal. De hecho, la STC 15/1985 de 11 de abril señala que “si la vida del nasciturus se protegiera incondicionalmente, se protegería mas la vida del no nacido que a la vida del nacido, y se penalizaría a la mujer por defender su derecho a la vida”, pero también la Ley de Salud Sexual y Reproductiva sostiene que “las mujeres puedan tomar la decisión inicial sobre su embarazo y que esa decisión, consciente y libre, sea respaldada”. Constitucionalmente es relevante la importancia que tiene la vida de la madre.

Es preciso especificar en este supuesto los intereses que entran en juego. Para ello, hemos de acogernos a la STC 13/85, que habla sobre la libertad de la mujer, como titular de tal derecho y de la vida del nasciturus, como bien jurídico protegido, pues, aunque no es la mujer titular de la vida del nasciturus, entra dentro de la protección del art. 15 CE. Sin embargo, y dado que nuestra Constitución no señala nada acerca de la penalización o despenalización del aborto, es tarea complicada precisar el momento en el que la idea de la protección de la vida del nasciturus pueda suponer la anulación del ejercicio legítimo de los derechos constitucionales garantizados a la mujer. Este problema no se puede resolver a través de una única solución universal aplicable a todos los casos, sino que hemos de tener en cuenta los múltiples intereses discordantes en cada ocasión.

3.2. El embrión concebido in vitro

Cabe preguntarse si la protección constitucional del derecho a la vida abarcaría también a los embriones concebidos in vitro a través de técnicas de reproducción asistida, porque evidentemente tiene su impacto en lo relativo a la experimentación con seres humanos.

La Ley 35/1988, de 22 de noviembre, de técnicas de reproducción asistida, prohibió en su artículo 3 “la fecundación de óvulos humanos con cualquier fin distinto a la procreación humana”. De este modo, no era posible crear embriones con el objetivo de realizar experimentos con ellos. Sí era posible hacerlo con los embriones “sobrantes” del proceso de reproducción asistida que estuvieran muertos o fuesen inviables
. No obstante, era posible la investigación sobre los embriones vivos viables, siempre que se realizara con fines terapéuticos o preventivos, es decir, siempre que fuera dirigida al contribuir con el bienestar del concebido y la cooperación con su desarrollo, y se realizara dentro de los 14 días siguientes a la fecundación
.

Luego, la Ley 45/2003, de 21 de noviembre, conservó en vigor el régimen legal anterior referente a la investigación de embriones concebidos in vitro de la ley anteriormente dicha, con la novedad de que permitió la facultad de experimentar con los embriones crioconservados para fines específicamente científicos -aquí ya no estamos hablando de una contribución o favorecimiento al desarrollo del embrión-. Aparte, esta referida Ley intentó zanjar la problemática referente al almacenamiento de embriones sobrantes, determinando en un máximo de tres los óvulos que podían fecundarse en cada ciclo reproductivo, además de que a la mujer sólo podrían transferirse un total de tres embriones.

La Ley 14/2006, de 26 de mayo de técnicas de reproducción asistida -actualmente vigente- derogó la anterior Ley 35/1988 modificando además, todo lo referente a la investigación con embriones humanos, al permitir la experimentación con la totalidad de embriones sobrantes de procesos de técnicas de reproducción asistida con fines científicos.

De este modo, la propia mujer usuaria de tales técnicas es la que debe consentir el uso para la investigación del embrión, y si estuviere casada, también deberá el marido de prestar consentimiento en un momento previo a la creación del embrión; un consentimiento que tienen la facultad de revocar cada 2 años, aunque transcurridos dos períodos de revocación manifestar su voluntad, los centros pasarán a disponer de ellos para su experimentación.

Pero hay que cuestionarse si esta facultad atribuida sobre todo, a la mujer, de permitir la descongelación de un embrión viable para que sea destinado a la investigación científica vulnera el art. 15 de la CE.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional señaló
 que “la vida humana es un devenir, un proceso que comienza con la gestación” que “ha generado un tertium existencialmente distinto de la madre, aunque alojado en el seno de ésta”. Verdaderamente, esta postura adoptada se refiere al nasciturus ubicado en el útero materno, indicándose explícitamente que el inicio de la vida se produce con la gestación, y da la sensación, a  priori, de que queda excluida del ámbito de protección constitucional del derecho a la vida aquel embrión no transferido, por encontrarse criogenizado. No obstante, puede considerarse que la referencia propia a la vida del nasciturus situado en el seno de la madre tiene su justificación en el enjuiciamiento de la constitucionalidad, por parte del TC, de la despenalización de determinados supuestos de aborto, un delito que implicaba la interrupción de la gestación, así que no cabe en caso de que se destruya la vida fuera del útero, por tanto, en caso de resolver litigios, no resulta preciso que el TC se cuestionara si la protección de la vida establecido por el art. 15 empieza en un proceso previo al embarazo, cosa que no tiene mucho sentido en la procreación natural, en la que la concepción y la gestación suceden al mismo tiempo. Únicamente cuando hablamos de embriones obtenidos a través de técnicas de reproducción asistida cabe la existencia de un período de tiempo entre la concepción y el embarazo que se producirá cuando se transfiera el embrión.

Opina De Verda y Beamonte que la doctrina del TC referente al inicio de la vida se dirige a los hipotéticos supuestos de procreación natural, pudiendo ser aplicada en los casos de procreación artificial, ya que, en tales supuestos, el inicio de la vida tiene lugar en el momento  en que se produce la concepción, pues es en ese instante cuando tiene lugar la existencia del denominado “tertium
” diferente a la madre, aunque no esté alojado en su seno. Por eso cree este autor que, previamente a la implantación, el embrión existe con una individualidad propia, de modo que su transferencia al útero de la madre no marca el comienzo de su vida
”, porque esta ya ha comenzado, sino más bien otra etapa más en el proceso de gestación. Como ya hemos señalado, el TC indica que la vida no puede ser desprotegida en la etapa del proceso que condiciona el origen de la vida independiente del claustro materno. Por tanto, la vida del embrión que no ha sido transferido aún constituye también un bien jurídico protegido por el art. 15 CE.

Pero eso no significa que la protección de la vida del embrión haya de ser la misma que la del embrión alojado en el útero materno, sino que, de alguna manera, cabe la posibilidad de que quede englobada dentro de la protección constitucional de la vida, así que serían los poderes públicos los encargados de imponer mecanismos legales para su protección, que sean efectivos, y desde esta perspectiva, debería enjuiciarse el art. 11.4 de la Ley 45/2003 que otorga la facultad de destruir los embriones viables y su utilización con fines científicos, ya que esto transforma al embrión en un utensilio al servicio de una finalidad que no va dirigida al beneficio del mismo
.

3.3 El concepturus

El concepturus es el que aún no ha sido concebido y no se encuentra dentro del ámbito de protección del art. 15 de la CE. Sin embargo, es necesario hacer hincapié en alguna cuestión.

Es cierta la facultad de establecer la figura del fideicomisario al no concebido en el momento de la muerte del causante
, así como además donarle algún bien con una cláusula de reversión.

Una vez tiene lugar la filiación del hijo, existe un llamamiento a la herencia de su progenitor, bien haya un testamento que lo designe como heredero o bien, sea el propio Código Civil el encargado de la determinación de este llamamiento “ab intestato”. En el último caso, encontramos un inconveniente, y es que el art. 758 del Código Civil nos indica que el heredero ha de existir en el momento de la muerte del causante, o estar concebido en el mencionado instante. Pero este inconveniente señalado ha de ceder frente al principio de igualdad constitucional, proclamado en el artículo 14  CE, ya que una vez se determina de forma legal la filiación no es posible privar de los derechos de sucesiones, reconocidos por ley a todo hijo, a los hijos nacidos de una fecundación post mortem porque eso constituye una discriminación que vulnera el mencionado artículo de la CE.
III. El aborto en la práctica

1. El aborto en España

En primer lugar, deberíamos destacar la Ley orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo. El principal cambio que implicaba esta ley fue el hecho de pasar de un sistema de indicaciones a un sistema de plazos seguido de ciertas indicaciones. De esta forma, el aborto dejaba de ser punible -salvo las tres indicaciones terapéutica, eugénica y ética- para configurarse como un derecho más para la mujer, y de ese modo estaría facultada para aferrarse al mismo dentro de un período de tiempo y siempre que se dieran ciertas condiciones. Para lograr que todas las mujeres accedieran al sistema, independientemente de su situación económica, en el artículo 18 esta ley indicaba que tal prestación estaría incluida en la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud. Así, el legislador pretendió la conversión del aborto en una prestación sanitaria a la que tuvieran derecho las mujeres.

En realidad, lo que el legislador iba buscando y lo que constituía el sentido último era idear una estrategia preventiva en lugar de punitiva dado que el número de abortos realizados en el país era exhorbitante. De hecho, la Exposición de Motivos de la misma ley señaló lo siguiente: “La experiencia ha demostrado que la protección de la vida prenatal es más eficaz a través de políticas activas de apoyo a las mujeres embarazadas y a la maternidad. Por ello, la tutela del bien jurídico en el momento inicial de la gestación se articula a través de la voluntad de la mujer, y no contra ella”.

Esta novedosa ley conlleva una disminución en el marco de actuación, transformándola en “ultima ratio”, al mismo tiempo que redujo las penas en aquellos casos en los que el aborto siguió estableciéndose como punible, ya que la experiencia indicaba que el hecho de castigarse la práctica abortiva no era precisamente la solución para lograr reducir el número de interrupciones voluntarias del embarazo. En esta ley, en definitiva, existe una cesión de la protección de la vida prenatal frente a la autonomía de la embarazada, y se admite la relación de dependencia existente entre el feto y la mujer. Así, la mujer ya no va a considerarse como un sujeto pasivo de la ley del aborto sino que se va convertir en sujeto activo teniendo atribuida la facultad de la toma de decisión a la hora de seguir o no con el embarazo. Según Ibáñez y García Velasco, “El derecho a tener hijos implica recíprocamente el derecho a no tenerlos”.

Como podemos apreciar, esta ley supuso un rotundo cambio, ya que el aborto deja de tratarse como un crimen para proceder a protegerse la capacidad de decisión de las mujeres embarazadas acerca de si tienen la voluntad de continuar con su embarazo durante las primeras catorce semanas de gestación, y sin la intervención del Estado en sus motivos. Otra novedad introducida fue el hecho de cambiar la palabra “aborto” por “interrupción voluntaria del embarazo”.

2. Aborto en Europa

Resulta de interés referirnos también a otras legislaciones extranjeras sobre esta materia como Francia. En virtud de la Ley Veil, se permite a la mujer solicitar al médico la interrupción del embarazo, durante las diez primeras semanas de gestación cuando exista una situación de angustia, debiendo realizarse en un establecimiento adecuado. En caso de que la mujer fuera menor de edad, se requería autorización del que ejerciera la patria potestad o el representante legal.

Sin embargo, en Francia está prohibida la interrupción del embarazo de una mujer extranjera, salvo que ésta tenga el permiso de residencia allí. Esta prohibición encuentra su justificación en la pretensión de evitar el turismo a otros países con el objeto de abortar, dada la habitualidad con la que se venía realizando en el pasado.

El Consejo Constitucional Francés, resolvió acerca de la constitucionalidad de Ley sobre la interrupción voluntaria del embarazo -Ley Veil antes mencionada-, que hemos señalado que legalizaba el aborto dentro de las primeras diez semanas de embarazo. El Conseil indicó que el concebido es titular del derecho fundamental a la vida, señalando que éste es limitado, admitiendo ciertas excepciones las cuales, al someter a análisis, se consideraron válidas, siempre que se refirieren a motivos terapéuticos o situaciones de angustia, considerados de “extrema necesidad”.

Hay que destacar también que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el asunto Vo c. Francia, de 8 de julio de 2004 fue donde, por primera vez se pronunció sobre el aborto ratificando una sentencia de la Corte de Casación Francesa en la que se resolvía un caso de un médico francés que confundió al paciente por negligencia médica, provocando el aborto de una mujer embarazada de veintiuna semanas. Se procedió a demandar al médico por la vía penal, y la corte de Casación Francesa consideró que el médico no era responsable penalmente sino que meramente era sujeto de responsabilidad administrativa porque no se podía considerar persona al feto. El Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, conociendo del asunto, consideró la facultad de cada Estado de fijar la fecha en la que da comienzo la vida, dada la gran diversidad de concepciones de los Estados acerca del momento en que ésta comienza, las diferentes culturas jurídicas, y la ausencia de un acuerdo europeo acerca de la definición científica y jurídica sobre el momento en que comienza la vida
. Sin embargo, la sentencia también valoró si el hecho de que no existiera una tipificación penal del aborto negligente -no consentido-, implicaba una violación del derecho a la vida. Consideró que, atendiendo a las circunstancias del caso, tal derecho no se lesionó.

El Código Penal alemán, por su parte, establece una regulación bastante similar, al determinar la impunidad del aborto dentro de las doce primeras semanas de gestación siempre que la mujer lo decida libremente, tras ser informada sobre la situación y también si peligra la vida de la embarazada o siempre que la fecundación se origine como consecuencia de una violación.

La Sentencia BVerf GE 39,1 -Tribunal Constitucional alemán- establece que el concebido queda comprendido dentro de la protección constitucional del derecho a la vida, dado que la Constitución Alemana dispone en el artículo 2 que: “Cada uno tendrá derecho a la vida y a la integridad física y será inviolable la libertad de la persona. Estos derechos sólo podrán verse afectados en virtud de ley”. La expresión “cada uno”, no permite distinguir entre las etapas de la gestación o entre la vida prenatal o postnatal. Esta sentencia también indica que el Estado tiene la obligación de proteger toda forma o etapa de la vida humana, porque ésta constituye la base del derecho a la dignidad humana y además se trata de un prerrequisito esencial para que se originen los demás derechos fundamentales. También, en esta misma sentencia, es reconocido el derecho a la intimidad de la madre como un derecho fundamental existente durante el período prenatal, en el que el embarazo queda ubicado dentro de la esfera íntima de la mujer y ello la legitima para realizar un plan de desarrollo de personalidad en el que pueda decidir sobre su maternidad. Al valorar ambos derechos, el Tribunal Constitucional alemán reconocía la dignidad de la persona considerándola el “centro constitucional”, señalando la primacía del derecho a la vida.

Por otro lado, interesa destacar la Sentencia BVerf GE 88,203, en la que el Constitucional alemán indicaba que, para proteger constitucionalmente al no nacido era necesaria la prohibición del aborto en la totalidad de las etapas de gestación y la obligación de la gestante de llevar a término su embarazo, reconociéndose este conflicto existente entre el derecho a la vida y el derecho de la mujer a la salud, desarrollo de la personalidad y a la dignidad. No obstante, se considera válida la práctica abortiva en caso de que exista grave riesgo para la salud o para la vida de la gestante, o siempre que la gestación implique un “sacrificio excesivo” para la madre, aunque no se señala lo que hemos de entender por tal término.


La regulación sobre esta materia en Bélgica es una de las más tolerantes, ya que, durante las veintidós primeras semanas de gestación, resulta impune el aborto decidido de forma libre por la embarazada. La regulación del aborto se configura de de ese modo porque se estima que en esta semana es cuando tiene lugar la conversión del embrión en feto. Además, en esta legislación está permitido recurrir a la práctica abortiva a partir de los dieciséis años sin el consentimiento de sus representantes legales.

En Portugal, en 1982 se produjo por primera vez una despenalización de forma parcial del aborto. Se permitió practicar el aborto en aquellos mismos supuestos tipificados en la Ley española con sistema de indicaciones. En 2007, tras dos referéndums se modificó la ley y se estableció el aborto practicado de forma libre durante las diez primeras semanas de gestación a través de la libre elección de la embarazada en un centro sanitario.

En Grecia, únicamente se puede destacar la existencia de las indicaciones terapéuticas y la ética como soluciones que despenalizan el aborto, pero la vida cotidiana griega está muy influenciada por elementos que no tienen relación con las leyes y con el reconocimiento jurídico del derecho a la vida, así que la mujer en Grecia puede abortar manteniéndose al margen de la legalidad vigente sin mucha complicación.

En Gran Bretaña el plazo permitido para abortar es de doce semanas desde la fecundación con el único requisito de que los médicos acrediten la existencia de alguna de las razones establecidas ex lege: que suponga peligro para la vida o salud física/psíquica de la mujer, que el nuevo hijo pueda afectar de forma negativa tanto a las condiciones de la vida futura de la madre como de los hermanos y, cuando el concepturus sea minusválido físico o mental. La ley británica no requiere autorización de los padres de los menores que deseen interrumpir el embarazo.

Irlanda, por su parte, se inspira en un pronunciamiento de su Tribunal Supremo, en el que se reconoce un derecho constitucional a la práctica abortiva, siempre que exista riesgo para la vida de la mujer gestante, y tal riesgo se produzca en el hipotético supuesto en que la gestante amenazara con el suicidio si era obligada a seguir con el cauce natural del curso de la vida.

Finlandia se ciñe al modelo que despenaliza las indicaciones terapéutica, eugenésica, ética y social. También resulta impune el aborto en los casos en que la mujer sea menor de diecisiete años o mayor  de cuarenta, cuando la embarazada tenga más de cuatro hijos, o cuando no tenga más remedio que practicar el aborto porque la gestación le impide iniciar o continuar su formación o trabajo, etc.

En Italia resulta relevante la afirmación que la Corte Constitucional italiana realiza, ya que sostiene en una Sentencia de 18 de febrero de 1975 que la protección del concebido no nacido -concepturus- tiene fundamento constitucional. Merece especial interés realizar un análisis exhaustivo acerca de cómo se trata constitucionalmente esta materia, y empezaremos remontándonos en el tiempo:

La Ley de 4 de agosto de 1955, núm 848 prevé en su artículo 2 que el derecho a la vida de cada persona está tutelado por la ley y que nadie puede ser privado de la vida, salvo que concurra una ejecución de pena capital pronunciada por un Tribunal. También la Ley de 25 de octubre de 1977, núm. 881 declara en su art. 6.1 que el derecho a la vida es inherente a la persona necesitado de protección legal. Luego, también internacionalmente, cabe recordar la Declaración Universal de 1948, que sostiene en su artículo 3 que todo individuo tiene derecho a la vida. Incluso el Código Penal italiano sanciona el homicidio y el homicidio del consenziente en sus arts. 575 y 579. Toda este conjunto normativa da lugar a pensar que parece que existe una reforzada protección del derecho a la vida, si bien, cabe señalar que no es así, ya que, el Código civil italiano considera el derecho a la vida más bien como un derecho de propiedad, en el sentido de que el derecho a la vida es un derecho cuya disposición queda en manos de su titular.

Sin embargo, el artículo 3.2 de la Constitución italiana señala la necesidad de eliminar las trabas que puedan restringir la libertad ciudadana y dificultarles el desarrollo de la personalidad. Por eso, hay que tener presente que como aborto puede constituir una conducta que favorece tal libertad ciudadana y desarrollo de personalidad, hay que compatibilizar ambas cosas. En este sentido parece pronunciarse la Sentencia de la Corte Constituzionale, cuando señala que la protección del derecho a la vida no puede limitarse a asegurar únicamente la existencia del hombre sino que también hemos de considerar la necesidad de desarrollar la personalidad del sujeto y armonizar el derecho a la vida con el derecho a la personalidad.

Considerado aclarado que el individuo tiene derecho a la vida una vez existe, y que existe un derecho a abortar siempre que se justifique que se puede ver perjudicado otro derecho fundamental como es la personalidad, conviene señalar que la posición del nasciturus queda un tanto desprotegida, a no ser que lo incluyamos dentro del concepto de individuo también, pero eso supone forzar la tutela del derecho a la vida a unos extremos que dificultarían la labor legislativa.
IV. Jurisprudencia del Tribunal Constitucional en el aborto

Por todos los juristas es ya bien sabido que la labor del Tribunal Constitucional es la de la defensa y protección de los preceptos que se contienen en nuestra Constitución, ya que la misma consagra una serie de principios y derechos fundamentales. En caso de infracción, el Constitucional corrige toda la jurisprudencia de los tribunales, inclusive el Supremo, dado que son tribunales totalmente independientes.
Especial mención merecen algunas sentencias constitucionales sobre el aborto:
· La STC 75/1984, de 27 de junio, que trata el problema del aborto practicado en el extranjero por un médico y unos pacientes españoles, dado que el Tribunal Supremo entendía que era una actuación punible por concurrir fraude de ley, sin embargo, el Constitucional consideraba que no existía tal fraude, ya que para eso, era necesario el uso de una norma con el objeto de buscar un resultado no permitido por nuestro ordenamiento jurídico, contrario al mismo, o un fin distinto al que el legislador pretende. Entendía que, al realizarse un aborto fuera de España, la norma aplicable no era la española sino, más bien, la territorial.
· La STC 37/1989, de 15 de febrero. Como antecedentes, conviene señalar que se trataba de un caso en el que una mujer supuestamente había incurrido en un delito de aborto, dados los indicios que había sobre ello, al incautarse un historial clínico incriminatorio, ignorando la práctica de la prueba pericial (que consistía en que el médico forense procediera a someterla a análisis con la finalidad de vislumbrar o no una supuesta interrupción del embarazo). La mujer utilizó, en la fase de instrucción, el interrogatorio a su favor, para alegar que este análisis al que debía someterse lesionaba su derecho a la intimidad, además de invocar otros derechos fundamentales, como su presunción de inocencia, ser informada de lo que se le acusaba y la asistencia de letrado.
Uno de los argumentos que usó la parte interesada fue el de que no se produjo un conflicto entre el derecho a la vida y el derecho a la intimidad, porque, al no existir una certeza de que se habría producido un delito contra el derecho a la vida, no resultaba admisible que la forma de demostrarlo fuera vulnerando otro derecho fundamental.
Obviamente, la autoridad judicial acordó, como hemos señalado antes, la intervención del historial clínico, el cual se encontraba en manos de un facultativo que la atendió, constituyendo la problemática, al considerarse si puede este acto invadir la esfera de la intimidad del artículo 18 CE, cuestión que el Ministerio Fiscal resolvió señalando que la intimidad no puede constituir un obstáculo cuando esa invasión proviene de un mandato judicial
. El fiscal consideraba que estábamos ante una cuestión de límites, en la que entraban en conflicto el derecho a la libertad e intimidad y el respeto a la ley, o la obediencia a los mandatos de la autoridad judicial, debiendo analizarse ambas cuestiones.
No obstante, conviene señalar que no estamos ante doble atentado contra el derecho a la intimidad -práctica de análisis del médico forense y la incautación del historial clínico por mandato judicial- sino, más bien, ante una lesión del mismo, consecuencia de dos actos que pueden considerarse uno, aunque fragmentado en el tiempo
.
Pero nos invade nuevamente otra cuestión, y es la de si el “ius puniendi” del Estado para castigar actos que lesionen al nasciturus debe ceder cuando dichos actos se originen como consecuencia del interés del titular de los derechos fundamentales en que no sean vulnerados los mismos. Podríamos afirmarlo, y es más, en la STC ya mencionada antes, existe un fundamento jurídico, el cuarto, concretamente, que resulta bastante ilustrativo.
En el recurso que se interpuso, quedó constancia de que ese derecho de la mujer a la intimidad se habría podido vulnerar, con las dos conductas ya expuestas. Sobre la legitimidad de la autoridad judicial para proceder al registro del historial clínico, el Tribunal Constitucional se pronunció al respecto, estimando que los mencionados datos que figuraban en el registro clínico se consiguieron, en resumidas cuentas, a través de un registro domiciliario que acordó el órgano jurisdiccional mediante una resolución que no contrariaba a la CE ni tampoco a la Ley Procesal. No concedió el TC por consiguiente, el amparo solicitado por la mujer, porque la orden judicial de entrada y registro en la clínica no menoscabó la intimidad de la interesada.
Por otro lado, en el caso de la otra injerencia acontecida, referente a la lesión de la intimidad por la práctica de la prueba pericial del médico forense dirigida a averiguar si se produjo o no una interrupción voluntaria del embarazo, no llevada a cabo ante la negativa de la mujer, el TC lógicamente utilizó el criterio de la razonabilidad, es decir, lo que conocemos como la regla de la proporcionalidad. Obviamente, para declarar conforme o no a la CE aquella conducta, era necesario ponderar la trascendencia de la intromisión en la esfera de la intimidad y la necesariedad de esa intromisión para hacer uso del ius puniendi estatal.
El TC reivindicaba la necesidad de que, para limitar un derecho fundamental, como el de la intimidad, era necesaria la motivación de la resolución judicial, la cual justifique tal limitación. Como la Providencia no tenía esa motivación, lo consideraba el TC un defecto procesal de forma que afectaba a ese derecho fundamental, estimando que habría sido más adecuado adoptar el acuerdo en forma de auto -acompañado de la motivación-, es decir, fue la forma de actuar del órgano jurisdiccional la que originó esa declaración de inconstitucionalidad por parte del TC de la prueba pericial del médico forense, invasora del derecho a la intimidad, aunque el acto no se llevara a cabo en la realidad. En definitiva y concluyendo, se podría afirmar que no prevaleció en este caso un derecho fundamental como el derecho a la vida, que desencadenó el uso del ius puniendi, porque se había vulnerado otro derecho fundamental, como es la dignidad a causa de un defecto procesal. En este caso, cabe mencionar que no se pudo condenar a la mujer, al protegerla frente a la práctica futura de la prueba.
· La STC 70/1985, de 31 de mayo, que resolvió el recurso de amparo 735/1983; contra la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de octubre de 1983. En esta última, se procedió a absolver a tres procesadas: dos por no poderse demostrar su estado anterior de gestación, y la tercera, en virtud de lo establecido en el apartado 7º del artículo 8 del Código Penal, al aplicarse la eximente.
Resulta evidente, el interés que los interesados recurrentes tenían, principalmente, en evitar su condena penal, por eso, su recurso carecía de materia constitucional que pudiera conectarse con el art. 8.7º del Código Penal, si bien, se ampararon en el art. 15 de la Constitución. Es decir, todo el recurso estaba orientado, ya no a plantear una situación de inconstitucionalidad de los artículos sancionadores del delito de aborto, sino que sus pretensiones iban dirigidas a que se cuestionara si sus derechos fundamentales resultaban lesionados, por no considerar el Tribunal que los condenó la convergencia del estado de necesidad, eximente establecida en el art. 8.7º del CP.
Teniendo en cuenta que la vida intrauterina es un bien necesitado de protección constitucional, la propia STC 70/1985 señalaba que se trata de un bien que puede entrar en conflicto con otros, cediendo incluso en determinados casos frente a éstos, y que puede, en este caso, ser apreciada una circunstancia que exima de responsabilidad penal a los condenados, y que el hecho de no haber sido tenida en cuenta por los Tribunales de lo penal podía vulnerar sus derechos fundamentales. En otras palabras, lo que el TC tenía enfrente, era la resolución del enfrentamiento entre el derecho a la vida del nasciturus y los derechos de la mujer, teniendo en cuenta el interés de la parte recurrente en que se estimara el estado de necesidad, con el objetivo de lograr una sentencia constitucional con efectos absolutorios en su favor, cuestión en la que el TC no podía entrar.
Interesa resaltar la similitud que el TC deja entrever entre el 417 bis del Código Penal y el estado de necesidad como causa eximente de responsabilidad penal, llegando incluso a advertir que las intenciones del legislador con el 417 bis del CP eran las de recoger situaciones concretas de estado de necesidad.
V. Conclusiones

1) Como ya se ha podido observar, ni siquiera un derecho fundamental tan imprescindible como la vida no es ilimitado, sino que, cuando entra en conflicto con otro derecho fundamental puede ceder frente a éste, en base al criterio de la ponderación, es decir, habría que ir observando caso por caso, en cuáles cederá el derecho a la vida y en cuáles, por el contrario, no.

2) El derecho a la vida ha sido un derecho ignorado históricamente, seguramente por razones de oportunidad, que ha surgido en los últimos tiempos, con la llegada de la Constitución Española actual, por eso, hemos de decir que no estamos hablando de un derecho que se protegiera en el pasado, ya que apenas era mencionado, sino de un derecho más bien contemporáneo. Tan sólo en el proyecto constitucional de 17 de marzo de 1929, parece existir una especie de protección a la figura del nasciturus, si bien no tan clara, porque sólo protege la maternidad de la mujer gestante en su artículo 24. La de Bayona de 1808, por su parte, declaraba abolido el “tormento”, que podríamos considerar como una especie de protección que se otorgaba a la vida. Estas 2 Constituciones son las que más se acercan en esta cuestión a nuestro texto constitucional.

3) El derecho a la vida es un derecho necesitado de protección constitucional, pues es evidente que sin la existencia de la persona no pueden existir sus derechos, y cuya proclamación en la Constitución hace que se proteja de diferentes formas y en sus distintas formas, pues es un derecho amplio que comprende más de una modalidad: aborto, pena de muerte, eutanasia… Pero esto también se traduce en un deber de respeto, por parte del Estado, a esa vida y en un mandato para el mismo, de proteger  la vida a través de la elaboración de leyes que complementen esta protección constitucional.

4) Actualmente nuestra Constitución sólo contiene la objeción de conciencia para el ámbito militar, sin embargo, a mi juicio, podríamos pensar que en la CE se incluyera la objeción de conciencia para algo más que el servicio militar, que se aplicara en el supuesto específico del aborto y que no fuera un derecho general a objetar porque, en la práctica, eso generaría mucha polémica jurídica y dificultaría en gran medida la labor del legislador.
5) La exclusión del consentimiento del padre en materia de aborto no es inconstitucional porque el mismo Tribunal ya señala, en la STC 53/1985, en el Fundamento Jurídico 13, que existe una relación especial entre embarazada y nasciturus.

6) Dentro de la figura del aborto, principalmente entran en conflicto los intereses de la mujer gestante y la vida humana en formación, pero no hay que perder de vista la existencia de otros supuestos como el concepturus, aunque esto sólo repercute en materia de sucesiones, en derecho civil.

7) En cualquier caso, el camino que las Constituciones de nuestro alrededor indican, probablemente sea el de compatibilizar la interrupción del embarazo y el derecho a la libre elección de la embarazada, a través de la imposición de una serie de límites temporales y técnicos (intervención de profesionales), con el fin de considerar ajustada la interrupción del embarazo. Además, en el debate de la interrupción voluntaria del embarazo concurren otras posturas u posiciones que, si no son tenidas en cuenta, hacen que la misma sea una utopía.
8) Además, según Marín Gámez “hay un número incalculable de campos o frentes de batalla secundarios: la cuestión de optimización presupuestaria sanitaria y el cargo de los costes de la interrupción del embarazo; la introducción, difusión, comercialización, etcétera, de la píldora abortiva en sus diversas versiones
”.

9) En definitiva, el aborto o interrupción voluntaria del embarazo en Europa tiene una regulación complicada, que no se encuentra muy armonizada en los Estados Miembros, porque hay diversas concepciones del aborto, que van desde castigarlo hasta reconocerlo como un derecho más de la mujer embarazada. Por eso, desde el siglo XX, ha existido una propensión a permitir, regular y legalizar el aborto en el ámbito mundial, no sólo el europeo.
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